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Gobernanza, Política y Seguridad 
Pública a manera de Introducción

Araceli Espinosa Márquez1 y Claudia Rivera Hernández2

El concepto de gobernanza desde la década de 1990 ha sido definido de varias 
formas por diversos autores para señalar principalmente la eficacia, calidad y 
una correcta orientación de la intervención del Estado en los temas públicos, 
con el objetivo de legitimarse en lo que a veces se define como una “nueva for-
ma de gobernar”.

A partir de esta definición tentativa y como parte de las políticas públicas 
del Estado la gobernanza es la nueva forma de legitimarse por parte del go-
bierno ante la sociedad con los temas de la agenda pública. Es decir, que la go-
bernanza es entonces el correcto desempeño de la administración pública del 
Estado cuyo fin a parte de legitimarse será la de tener una correcta implemen-
tación de políticas públicas,  las cuales se “refieren a la forma en que se definen 
y construyen cuestiones y problemas, y a la forma en que llegan a la agenda 
política y a la agenda de las políticas pública  (Parsons, 2013)”. Esto, pone a 
la cuestión como uno de los favoritos de muchos academicos y estudiantes de 
diversas disciplinas -carácter interdisciplinario-, pues en la agenda los temas 
son de la “propiedad de todos y de nadie” (Parsons, 2013)”. 

De ahí que en el presente texto el lector encuentre que escriben autores 
con diversas formaciones académicas y a pesar de que todos abonan en el tema 
de la seguridad, lo hacen desde diversos enfoques y aristas, ya sea para analizar 
el proceso de definición de problemas y agendas, su formulación, evaluación e 
implementación de politicas publicas, o en su caso para el analisis en y para el 
proceso de las politicas publicas en materia de seguridad.  

En el capitulo primero, Pedro Manuel Rodríguez Suárez y  Jorge Contreras Peralta  desde 
la perspectiva de la Seguridad  Compleja (Buzan y Waever, 2013) analizan cómo 
el cumplimiento de la normativa mínima necesaria para obtener la membresía 
de pertenencia a la Unión Europea favorecen el ejercicio de la transparencia y 
el desarrollo de politicas públicas en una perspectiva de gobernanza. Para tal 

1 Profesor Investigador del ICGDE-BUAP. Doctora en Investigación en Ciencias Sociales por 

la FLACSO-México, Maestra en Derecho Económico por la FDCS y Maestra en Ciencias 
Ambientales por el Instituto de Ciencias de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla. 
E- mail: araceli.espinosa@correo.buap.mx

2 Profesor Investigador del ICGDE-BUAP. E- mail: claudia.rivera@correo.buap.mx
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efecto, analizan el caso de la  “Nueva Europa del Este” que actualmente forma 
parte de la Unión Europea y para ello ponen acento la fuerte instiucionalización 
y democratización que requieren para una buena gobernanza. 

En el segundo capitulo Edgar Baltazar Landeros retomando a Foucault (1978) 
contrastando los ideles de la refoma  policial de carácter democrático con la 
Policía cómo una agencia burocrática funcional para los dispositivos que con-
figuran el poder disciplnario y el rol poliítico de la misma en la actualidad. 

En el tercer capitulo María Cecilia Jaramillo Minche, revisa las politicas públicas 
de atención a la criminalidad de América Latina, señalando la importancia que 
han tomado las relacionadas con la prenvencíón  del detito y las transformacio-
nes del sistema de justicia en materia penal. Para ello, expone cómo el proceso de 
democratización de la región implicó, tambien un proceso de reformulación y 
transformación de los códigos y legislaciones en materia penal, lo mismo que de 
los cuerpos policiales y de los sistemas carcelarios; para dar paso a un enfoque de 
prevensión del delito. En relación a la transformación de la politica de seguridad 
en Chile, en un cuarto capitulo de Othón Partido Lara expone desde una perspectiva 
histórica el proceso de transformación de las politicas publicas en materia de se-
guridad ocurridas en dicho país en un periodo de 20 años.

Desde una perspectiva etnográfica, dentro del marco del  clientelismo el 
quinto capitulo de David Luján Verón, presenta el caso de una comuna central, 
urbana, chilena; para exponer el punto de vista de los “clientes” (emic), que 
implica una mirada fresca respecto de las propuestas en la materia y busca vi-
sibilizar  al sujeto “cliente”; donde una aportación es incluso una propuesta 
de tipologia de clientes, resaltando el poder de las técnicas de investigación de 
orden cualitativo.. 

Para cerrar con la propuesta de este texto, Karina Nohemí Martínez Meza y  Ara-
celi Espinosa Márquez presentan el caso de la videovigilancia en la capital de Puebla,  
Mexico; presentando un analisis de la implementación de esa politica pública 
por los órganos del estado desde una perspectiva cualitativa. 

Es así que con una multiplicidad de enfoques y. diferentes casos, que se 
busca presentar cómo los temas de seguridad pueden ser abordados desde di-
versos enfoques teóricos y posiciones teóricas. Y se espera que la lectura per-
mita a quienes les interesan las temáticas aludidas, un acercamiento eficaz a los 
temas de la Politica Pública, sus retos y alcances. Es pues este un texto que se 
ideó y proyectó desde el 2016, a partir de  la línea de investigación denominada 
Seguridad humana, violencia y derechos humanos, propuesta realizada en el 
Instituto de Ciencias de Gobierno y Desarrollo Estratégico, en el seno de una 
colaboración entre diversos académicos de dicho Instituto y de la Facultad de 
Derecho  y Ciencias Sociales de la Benemérita Universidad Autónoma de Pue-
bla; al que se le fueron sumando diversos académicos y algunos estudiantes, a 
quienes agradecemos su amable colaboración, lo mismo que el apoyo otorgado 
por todos y cada uno de los involucrados en el proceso de edición, registro y 
publicación del mismo.
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Video vigilancia y derecho a la 
privacidad de las personas: programa 
centinela en el municipio de puebla58

Karina Nohemí Martínez Meza59y Araceli Espinosa Márquez60

Resumen

Este capítulo tiene por objetivo hacer una revisión del marco normativo y ten-
sión que supone la implementación de la video vigilancia en espacios públicos 
– como parte de las políticas de seguridad ciudadana – con base en la protec-
ción al derecho de la privacidad de las personas. En particular se centra en el 
análisis del Programa “Centinela” aplicado en el municipio de Puebla como 
política de prevención situacional y reducción del delito. Es un estudio de cor-
te cualitativo que se realiza a partir del análisis de información documental y 
12 entrevistas a profundidad al personal encargado del programa entre el 2013 
y 2014. En México, la implementación de los programas de video vigilancia en 
espacios públicos se estableció desde el 2009 aplicándose como un eje rector 
de la seguridad ciudadana, sin embargo, el Estado no ha reparado en la posibi-
lidad de violar o afectar derechos del gobernado,  privilegiando a la tecnología 
como instrumento de apoyo en su labor a partir de un notable  incremento de 
criminalidad, la ineficacia de los mecanismos de control policial y la aplicación 
de fallidas políticas  de seguridad pública. 
58 Un primer avance de esta investigación fue presentado en la modalidad de ponencia en el 

2º Congreso Internacional de la Asociación Mexicana de Ciencia Política (AMECIP), en la 
Universidad Autónoma del Estado de México, en Toluca los días 11, 12, 13 y 14 de septiembre 
del 2014. Es relevante también mencionar que este trabajo es un subproducto de la Tesis 
Doctoral denominada “Video vigilancia como política de seguridad pública en la ciudad de 
Puebla 2002-2016” presentada por la Mtra. Karina Nohemí Martínez Meza para obtener el 
grado de Doctor en Ciencia Política y Gobierno en el ICGDE-BUAP, en diciembre del 2017.

59 Becaria de CONACYT, Estancia Posdoctoral, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Universidad Veracruzana. Doctora en Ciencias de Gobierno y Política pon el ICGDE (2017), 
Mtra. en Derecho con terminal en Ciencias Penales y Licenciada en Derecho por la FDCS 
de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla. E-mail: karina.n.mtz@gmail.com

60 Profesor Investigador del ICGDE-BUAP. Doctora en Investigación en Ciencias Sociales por 
la FLACSO-México, Maestra en Derecho Económico por la FDCS y Maestra en Ciencias 
Ambientales por el Instituto de Ciencias de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla. 
E- mail: araceli.espinosa@correo.buap.mx
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Palabras claves: seguridad pública, seguridad ciudadana, prevención si-
tuacional de la delincuencia, video vigilancia, derecho a la privacidad.

Abstract

This paper aims to revise the regulatory framework and stress involved in im-
plementing video surveillance in public spaces, as part of public safety policies 
with the protection of the right of personal privacy security. In particular it 
focuses on the analysis of the “Sentinel Program” implemented in the muni-
cipality of Puebla, Mexico as situational prevention policy. This is a qualitative 
study is carried out based on the analysis of depth interviews to program staff 
in 2013 and 2014. It is relevant because in Mexico, the implementation of 
programs video surveillance in public spaces such as policy situational crime 
prevention was established since 2009 and how axis rector of citizen security 
was implemented due to increased criminality, ineffective control mechanisms 
and the implementation of public policies on the issue. 

Introducción

La seguridad se transfigura como el elemento principal para la organización 
de la vida social y cotidiana, en la cual se destaca un “clima de paz, armonía y 
convivencia entre los ciudadanos, elementos esenciales para facilitar el libre 
espacio y el ejercicio pacífico de los derechos individuales, políticos y sociales, 
proporcionando un funcionamiento legitimado de las instituciones públicas 
y privadas” (Jiménez, Gómez y García, 2013, pp. 250 y 251). De este modo a 
través de la seguridad – security – se hace referencia al mantenimiento del orden 
público (Tocornal, 2009, p.75), cuyo responsable es el mismo Estado.

Para ello, el Estado mantiene el monopolio de la violencia a  través de 
sus mecanismos tradicionales de control social formal – policía, impartición 
de justicia, sistema penitenciario –, de política criminal y de aquellos que se 
asocian directamente con la función de la pena, entendiéndose como los in-
strumentos resocializadores o de aseguramiento para “intimidar delincuentes 
potenciales y robustecer la conciencia jurídica de los ciudadanos y su confianza 
y fe en el Derecho” (Hassemer & Muñoz, 2012, p.165). 

No obstante, la implementación de estas políticas criminales, trajeron 
como resultado el aumento de la capacidad instalada en los centros de re-
clusión, el incumplimiento de los objetivos en torno a la disminución de los 
índices de criminalidad, y el incremento en los últimos años de la desconfianza 
institucional y el miedo por parte de los ciudadanos, ejemplo de ello es el caso 
de los países de América Latina y México según los datos de opinión pública 
del latinobarómetro (2011) un 28% del total de los encuestados cree que la 
delincuencia es el problema más preocupante para la Región por encima del 
desempleo (BID, 2013).

  De ahí que en las últimas décadas del siglo XX y comienzo del siglo XXI, 
se han introducido políticas de anticipación y capacidad de gestión del conflic-
to en relación a los modelos europeos – políticas que articulan lazos con lo social 
y lo urbano (Marcus, et al, 2004, pp. 74-80) –y de Estados Unidos – políticas 
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encaminadas al mantenimiento del orden público, la tolerancia cero y la imple-
mentación de coaliciones entre la empresa privada y autoridades públicas (Me-
dina, 2010, p. 25) – tanto a nivel nacional como local. Dicho de otro modo, 
las políticas de prevención social, situacional y comunitaria, se han incorporado e 
insertado en la agenda pública y de gobierno, debido a que incluyen conceptos 
de gran trascendencia tales como el de los derechos humanos, la calidad de vida y los dif-
erentes tipos de seguridad: nacional, pública, ciudadana y humana.

Las políticas de prevención están influenciadas por el avance tecnológico, 
por las tendencias globalizadoras, por la modernidad y los procesos de mod-
ernización re-creados y re-interpretados en sociedades y culturas donde el ci-
udadano es visto como un consumidor. Dichas políticas públicas, se vinculan 
con las nuevas formas de realizar el delito y se diseñan con base a “la trans-
gresión de las normas de convivencia en la vía pública y otras cuestiones que 
no están escritas, pero cuyo acatamiento es necesario para la cotidianidad, las 
cuales aumentan el temor” (Tocornal, 2009, p.77).

Una de las políticas de prevención situacional – destinada a la vigilancia 
de las personas, la protección de la propiedad y el interés público por medio 
del ordenamiento del entorno y uso de la tecnología – es la video vigilancia de 
espacios públicos, que es posible debido a la idea de que lo público se traslada 
de la acción gubernamental a una dimensión en la que el “gobierno intervi-
ene racionalmente en la solución de los problemas públicos” (Valenti, 2007, 
p.22). La aplicación de la video vigilancia se ha desarrollado en diferentes ám-
bitos del conocimiento y de la esfera de seguridad, de ahí que su adopción 
no solamente esté armonizada con la prevención y seguridad ciudadana, sino 
también con seguridad pública, con el concepto de movilidad, con la seguridad 
urbana, entre otros.

Esta investigación tiene como objetivo indagar sobre el marco normativo 
aplicable a la video vigilancia y tensión que supone la implementación de la 
misma en espacios públicos con base en la protección al Derecho de la Privacidad de 
las Personas a partir del Programa “Centinela” que se aplicó en el municipio de 
Puebla como una política de seguridad ciudadana, de prevención situacional y 
reducción del delito entre el 2013 y 2014. 

El Estado de Puebla tiene 217 municipios y entre ellos está su capital, 
Heroica Puebla de Zaragoza, con 544, 65 km2 y 1, 539,819 habitantes para el 
2010. Durante el desarrollo de la investigación, este programa se encontraba 
en una fase de ampliación lo que implicó la instalación de 300 videocámaras 
en diversos puntos de la ciudad, convirtiéndose en uno de los programas de 
seguridad a nivel municipal más importantes del país por la adopción de tec-
nología de punta.

Marco jurídico que regula la implementación de la video vigilancia 
con base en el derecho a la privacidad

En lo que concierne a la legislación de la video vigilancia, prevalecen dos ten-
dencias, la primera, en la que se aborda de modo independiente al ordena-
miento que implica el tratamiento de datos personales – Francia, Suecia, Es-
paña – ; y la segunda, donde no se considera una normatividad específica sobre 
la instalación y despliegue de circuitos cerrados de televisión y equipos de vigi-
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lancia sino mediante una autorización previa por una autoridad administrativa 
que puede estar representada parcial o totalmente por la autoridad nacional 
de protección de datos – como Gran Bretaña, Italia , Bélgica, Luxemburgo y 
Alemania – (Téllez, 2008, p. 768).

Por otro lado, la normatividad del uso de la videovigilancia de espacios 
públicos tiene como objetivo proteger y garantizar el derecho a la privacidad – 
bajo los principios de legalidad y certeza jurídica, necesidad de intervención, proporcionalidad, 
transparencia, responsabilidad, supervisión independiente, participación de los ciudadanos, reserva 
de ley, reserva judicial, adecuación (Ull Salcedo, 2005; Catoira, 2003); – y el derecho 
a la seguridad (Ibarra, 2010).

En cuanto al derecho a la privacidad, su protección es crucial para el desar-
rollo de la “la toma de decisiones” (Saldaña, 2007, p. 88), pues preserva los in-
tereses del ámbito privado como son el secreto, la autonomía, la individualidad, 
la intimidad, la personalidad individual y la dignidad humana” (p.87). El derecho 
a la privacidad se encuentra legislado a nivel internacional en la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano en 1879, la Declaración de los Derechos 
Humanos de 1948, y el Convenio para la protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales de 1950, ratificados por México. Otros in-
strumentos internacionales son la Comisión Consultiva creada por el Consejo 
de Europa en 1967 y el Convenio 108/1981. En el caso mexicano, se establece el 
derecho a la vida privada como límite a la intromisión del Estado en el ámbito 
de la persona en el artículo 21 de su Carta Magna, donde se señala que nadie 
puede ser molestado sino en virtud de un mandamiento escrito por autoridad 
competente y en la cual se estipula la protección de los datos personales con las 
excepciones a los principios de seguridad nacional, orden y salud pública61.

En cuanto al derecho a la seguridad, el fundamento se encuentra en sus 
artículos 21 y 25 constitucional y en la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, la cual no establece una disposición que regule la video 
vigilancia en cuanto a su uso y protección de las grabaciones e imagen digital, 
producto de aquella. En todo caso, solo se cita en el artículo 7 párrafo XVI, que 
las “Instituciones de Seguridad Pública de la Federación, el Distrito Federal, 
los Estados y los Municipios, en el ámbito de su competencia y en los térmi-
nos de esta Ley, deberán coordinarse para realizar las demás acciones que sean 
necesarias para incrementar la eficacia en el cumplimiento de los fines de la 
Seguridad Pública”.

Respeto a las Entidades Federativas, Durango (2012), Aguascalientes 
(2009), Colima (2009) han incorporado en su legislación el tema de vid-
eovigilancia, también se ha estado trabajando en iniciativas de ley en los Es-
tados de Coahuila 2011 y Estado de México 2012, por tanto, cabe decir que si 
bien es cierto existe una normatividad aplicada en diversas Entidades federati-
vas sobre el uso de la video vigilancia, no hay un ordenamiento jurídico a nivel 
federal y general que garantice los derechos de privacidad y de seguridad de los 
ciudadanos en cuanto a su implementación. 

61 Es importante señalar que en México a las violaciones, realizadas por los diferentes 
órganos del Estado, de estos derechos  garantizados en los instrumentos internacionales 
se les conoce como Violaciones a los Derechos Humanos y se encuentran sujetas a un 
régimen especial, que se ventila ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos o 
de las Comisiones de las entidades federativas, que inicia con una Queja que se resuelve 
ante ellas con una recomendación que dirige esa institución a los diferentes órganos que 
realizan la violación del Derecho. 



Gobernanza, política y seguridad pública: análisis de casos

98

A pesar de ello, existe una norma técnica, publicada en el 2016 por con-
ducto del Centro Nacional de Información por sus siglas (CNI) y con el apoyo 
experto del Instituto Politécnico Nacional. La norma técnica para estandarizar las car-
acterísticas y de interoperabilidad de los sistemas de video vigilancia para la seguridad pública fue 
aprobada por el Consejo Nacional de Seguridad Pública en su XL Sesión cele-
brada el 30 de agosto de 2016. 

Este marco normativo es de gran trascendencia, pues estableció que la 
“video vigilancia” en México es “una herramienta tecnológica que, a través de 
cámaras de video localizadas estratégicamente e interconectadas entre sí, per-
miten apoyar la operación y despliegue policial, la atención de emergencias, 
la prevención del delito y la procuración de justicia” (p. 4). De igual manera, 
determinó los lineamientos de política pública en materia de seguridad pública 
al estandarizar sus ventajas; que a saber son: 

Incrementa la capacidad de operación, puesto que favorece la capacidad 
de visión a prácticamente 24 horas por 365 días. Sus efectos pueden catalo-
garse en dos dimensiones principales: como un disuasor de delitos y como 
coadyuvante en la investigación policiaca (p.4). Con ello, se reconoce el ca-
rácter preventivo y se facilita su reconocimiento como medio de prueba en los 
procesos judiciales a los que haya lugar, siempre y cuando se cumpla con lo 
estipulado en las diferentes legislaciones y jurisprudencia.

La instalación del sistema de video vigilancia se rige bajo el principio de 
que, si el delincuente percibe mayor certeza de ser capturado, disminuirán las 
posibilidades de involucrarse en alguna actividad criminal (p.4). También su-
pone combatir a la impunidad, pues se espera que exista una mayor certeza a la 
sanción y con ello una baja en la comisión de los delitos.

Monitorea a multitudes y a individuos, responden a posibles amenazas y 
alertan a los operadores sobre comportamientos y acciones de riesgo antes, du-
rante y después de que ocurra un evento. Así mismo, su uso se extiende más 
allá del mantenimiento del orden público, ayudando a informar y dirigir tareas 
en situaciones como incendios y/o desastres naturales (p.4). Le asigna un papel 
instrumental en situaciones de emergencia, en tres momentos, previo, durante y 
posterior al evento de desastre, designándole el papel de ser un medio de infor-
mación que facilite las labores específicas de control de dichos eventos.

A diferencia de otros mecanismos, los SVV representan una alternativa 
con un mejor balance entre costo y beneficio en el manejo de la seguridad pú-
blica. La video vigilancia es una mejor inversión que el personal de seguridad 
en términos de eficiencia. A pesar de que el gasto hecho en un SVV podría 
parecer mayor, en el largo plazo representa una forma de ahorrar en compa-
ración con la contratación de oficiales de policía adicionales (p.4). La video 
vigilancia se presenta como una panacea al ser más eficientes las cámaras en 
comparación del personal de seguridad pública que presenta además el proble-
ma de ser corruptible, con lo que justifica la gran inversión de presupuesto de-
dicado a este rubro; lo que implica no sólo un cese temporal en la contratación 
e incorporación de los nuevos elementos de seguridad publica en el presente, 
sino también a futuro.

La video vigilancia parece tener un efecto positivo no solamente en la di-
suasión del delito, sino también en las propias tareas de los elementos de poli-
cía en tierra (pp.4-5). Esta norma también establece que la video vigilancia se 
asocia e integra directamente con las cámaras, las comunicaciones y los centros 
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de monitoreo (p. 7). De este modo supone una atención integral a la preven-
ción situacional del delito; sin embargo, no se incluye algún lineamiento refe-
rido a los derechos humanos de los ciudadanos, ni se mencionan los principios 
del derecho de privacidad, tampoco se incluyen lineamientos y protocolos de 
seguridad para proteger la información capturada por dichas cámaras. 

Video vigilancia como política de seguridad pública y ciudadana: 
implementación

La video vigilancia se entiende como la “captación, y en su caso, la grabación 
de información personal en forma de imágenes, es decir, en las imágenes pue-
den aparecer personas representadas y ser posible su identificación” (Instituto 
Nacional de Tecnologías de la Información, 2011, p. 8); a través de la video-
cámara varias secciones de la población son filmadas; se captura, monitorea, 
registra y acumula información codificada de la vida cotidiana de las personas, 
sus actividades, sus rutinas (Giddens, 1985; Lyon 2007, 2012; Arteaga, 2010; 
Graham, 2011; Dandeker, 2012; Doyle, 2012; Lippert, 2012), por lo que en 
términos de prevención situacional sirve como un dispositivo que inhibe o di-
suade la conducta antisocial.

En materia de seguridad y prevención, la video vigilancia tiene como ob-
jetivo principal “obtener cierto control sobre la integridad y el patrimonio, 
ya sea del Estado en la búsqueda de la seguridad pública y el orden, o de los 
particulares respecto de su integridad física, su patrimonio” (Ibarra, 2010, p. 
231), en concreto, prevenir y perseguir los delitos. Sus fases primordiales son: 
el diagnóstico de la problemática, la identificación de los delitos principales, el 
diseño de la solución tecnológica, la implementación y la evaluación.

A nivel internacional, el Reino Unido es uno de los países que más usa y 
de manera creciente las videocámaras en espacios públicos. Igualmente, el uso 
de este dispositivo ha crecido en Estados Unidos, Japón, China, India, Brasil, 
Francia y otros países de la Unión Europea (Lyon et, al, 2012, p.2 citado por 
Martínez 2017, pp.50 y 51). Su expansión en Europa Occidental y en Estados 
Unidos ha cobrado relevancia por los avances tecnológicos, pero principal-
mente a causa de los atentados terroristas en Londres — 7 de julio de 2005 —, 
en Madrid — 11 de marzo de 2004 — y en Estados Unidos — 11 de septiembre 
de 2001 — donde el gobierno norteamericano incrementó sustancialmente los 
dispositivos de vigilancia bajo el lema de “mayor seguridad más tecnología” 
(Nieto, 1997; Ibarra, 2010; Norris, 2012; Martínez, 2017, p.51).  

México no se excluye de esta tendencia, dado que existe un interés, por 
el gobierno federal, en la adquisición de tecnología de punta para la seguridad 
pública y seguridad ciudadana desde la última década del Siglo XX y comienzo 
del siglo XXI, ejemplo de ello, es la aplicación de la ley General que establece las Bases 
de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación en 1995; el ejercicio constante de inversión en tecnología para el trabajo 
policial durante el período de 1998 al 2011; y el Acuerdo Nacional para un México Seguro apro-
bado el 22 de agosto de 2005 en la sesión del Consejo Nacional de Seguridad 
Pública donde se establecen las líneas de acción para la operacionalización de 
los sistemas de emergencia 066, hoy 911 — Servicio Homologado para la Atención de 
Llamadas de Emergencia 911 (nueve-uno-uno) publicado en el Diario Oficial de la Fe-
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deración en el acuerdo 03/XL/16 del Consejo Nacional de Seguridad Pública 
— y la denuncia anónima nacional 089 (Martínez, 2017, pp. 69 y 70).

En el 2007 se implantaron las bases para fortalecer los ejes estratégicos de 
Plataforma México, incluyendo la migración de los Centros Estatal de Telecomunicaciones 
C4 por sus Siglas Control, Comando, Comunicación y Cómputo – infraestructura tecnológi-
ca estatal –.

Es importante mencionar que si bien, la video vigilancia en espacios pú-
blicos se implementa como una política para la función policiaca de seguridad 
pública, también se aplica desde 2009 bajo los conceptos de seguridad ciu-
dadana y prevención situacional por medio de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública emitida en el Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre 
de 2009 y la Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia publicada 
en el Diario Oficial de la Federación del 24 de enero del 2012.

En cuanto al nacimiento de la video vigilancia a nivel municipal, “las pri-
meras cámaras de monitoreo urbano se aplicaron principalmente como apoyo 
al sistema de semáforos para vigilar eventos, manifestaciones y otros acontece-
res sociales por medio de un simple sistema de tele vigilancia. La implemen-
tación de la video vigilancia surgió con la creación de Puestos de Mando o Centros de 
Comando donde también se aplicaban otros sistemas tecnológicos” (Martínez, 
2017, p.88). Un referente importante a nivel municipal en México, es el caso 
de la Ciudad de México, pues fue la primera zona más vigilada del país con la 
adquisición de 100 cámaras. 

La video vigilancia en las ciudades más importantes del país se ha conso-
lidado, en algunos casos, con la creación de un marco normativo. Actualmente 
por su naturaleza y antecedentes es una política que se incorpora a los ejes 
rectores de seguridad pública y de seguridad ciudadana, debido al incremen-
to de criminalidad, la ineficacia de los mecanismos de control y la aplicación 
de políticas públicas en torno al tema. De igual modo, mantiene la tendencia 
internacional (Gill, 2006; Ratcliffe, 2006; Keval & Sasse, 2008; Ruiz, 2014;  
Agustina, 2009; Tridimas, 2006;  Liberty, 2007; Nissenbaum, 2011; Ibarra, 
2010; Galdón, 2012, 2015; Walsh & Farrington, 2002; Gill & Spriggs, 2005; 
Caplan & Kennedy, 2013; Amiens, 2012; Miller, 2007; Ripollés, 2010; Varo-
na, 2012; Marcus, 2010), estatal y nacional sobre los motivos de su adopción, 
implementación y eficacia: poco claros y sin resultados concluyentes (Martí-
nez, 2017, pp. 131-133). Este nivel de análisis aporta valiosa información, pues 
“no existe alguna base de datos que muestre el número total de videocámaras 
en el país y se desconoce qué municipios cuentan con cámaras de video vigi-
lancia, sus procesos, sus procedimientos, su costo, sus efectos, su impacto y 
evaluación” (Martínez, 2017, pp. 131-133). 

Si bien, existe una referencia importante como es la ciudad de México, 
su heterogeneidad no permite hacer una generalización, tampoco hay datos ni 
información suficiente. Por todo lo anterior, se considera necesario, analizar 
un caso de estudio, el municipio de Puebla 2013 y 2014.

Programa “Centinela” en el Municipio de Puebla 2013 y 2014

La implementación de video vigilancia en el Municipio de Puebla “surgió en el 
2002 con la creación del Centro Integral de Control CIC ubicado en el centro 
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de la ciudad. El CIC se encargaba de la ubicación y de los movimientos de las 
unidades policiacas, además de recibir las llamadas de auxilio a través del núme-
ro 060 reduciendo a una tercera parte el tiempo de respuesta que se tenía hasta 
antes de contar con el sistema” (Martínez, 2017, pp.  98 y 99). Más tarde, en el 
2003, se adoptó el Sistema de Monitoreo Urbano, con 25 cámaras urbanas ina-
lámbricas IP en la zona del Centro Histórico (Martínez, 2017, p.99).

Posteriormente, el sistema de video vigilancia se fue desarrollando como 
uno de los elementos que conformaron el Centro de Emergencia y Respues-
ta Inmediata CERI — anteriormente el CIC —  y como un proyecto integral, 
puesto que se vinculaba con otros sistemas tecnológicos especializados, aunque 
sus funciones principales se centraban en el ámbito de seguridad pública. El 12 
de junio de 2007 se puso en marcha el CERI, cuya inversión global ascendió 
a 80 millones de pesos. El inmueble contaba con un call center, áreas de moni-
toreo y un despacho de alerta, todos conectados al sistema de posicionamiento 
global en las patrullas (Martínez, 2017, pp. 100 - 101).

Durante el período 2008 - 2011, la video vigilancia también formó parte 
de las estrategias de modernización tecnológica y de las estructuras de seguridad 
pública para intensificar la presencia preventiva policial y la respuesta inmedia-
ta en correlación con programas estatales y federales como Plataforma México 
(Plan Municipal de Desarrollo de Puebla 2008-2011; Martínez, 2017, p. 108). 
Estas estrategias se desarrollaron “con el convenio celebrado entre el municipio y 
el gobierno federal a través del Subsidio para Seguridad de los Municipios SUB-
SEMUN en el 2008. En la primera ocasión el municipio de Puebla recibió 105 
millones de pesos, para el siguiente recibió 95 millones de pesos, y en el último, 
90 millones de pesos” (Martínez, 2017, p. 108). Dentro de las reglas de ope-
ración de SUBSEMUN, “se establecía que se tenían que destinar recursos para 
prevención del delito, por lo que, la video vigilancia se incorporó también a la 
política de prevención” (Martínez, 2017, pp. 108 y 109).

Programa centinela 

Es en el período del 2011- 2014 cuando se desarrolla el Programa Centinela con 
la dirección del Centro de Emergencia y Respuesta Inmediata, quien concibió al 
sistema de video vigilancia como una aplicación tecnológica en los temas de in-
teligencia para la seguridad pública (Martínez, 2017, p. 109). Las videocámaras 
de vigilancia se adoptaron como una línea de acción de seguridad pública para: 
a) la ampliación y el mejoramiento de la infraestructura policiaca; b) el fortale-
cimiento en el área de inteligencia e investigación de seguridad pública — diag-
nósticos, escenarios, reportes de inteligencia estratégica, requisitos prioritarios 
de inteligencia, entre otros —; y c) la potencialización de la capacidad del Centro 
de Comunicaciones, Cómputo, Control y Comando C4 (Segundo Informe de 
Gobierno del Estado de Puebla 2013, Martínez, 2017, p. 110), de igual manera, 
se instalaron como parte de las políticas públicas de reducción del delito y pre-
vención situacional de la delincuencia, es por ello que se describe a continuación  
el contexto criminológico de su implementación.
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Contexto 

En los últimos años en México se han implementado políticas de prevención 
social, comunitaria y situacional, así como la incorporación de modelos de 
prevención y seguridad ciudadana; la conducta antisocial se ha ido transfor-
mando en sus diferentes contextos, por lo que en la actualidad se puede hablar 
de violencia urbana; a pesar de que estas políticas tienen como base la calidad 
de vida de las personas y la reducción de la criminalidad, existe un aumento en 
la incidencia delictiva, así como de la percepción de inseguridad por parte de 
los ciudadanos, todo ello se puede apreciar en los siguientes indicadores.

De acuerdo al Instituto Ciudadano de Estudios sobre la Inseguridad, A.C. 
(ICESI 2008), en México para el 2007 se registraron, 10480 delitos por cada 
100, 000 habitantes, el promedio nacional se duplicó en el Distrito Federal 
que presentó 25,700 por cada 100, 000 habitantes y 28, 800 en el 2008. 
Respecto a la percepción de seguridad ICESI señaló que el Distrito Federal en-
cabezó la lista de Entidades, donde la gente se sintió más insegura, con un 85% 
de sus habitantes expresando sentir miedo, le sigue Chihuahua con el 83% y el 
Estado de México con el 76%. Se calcula que en México cerca del 87% de los 
delitos no se denuncian.

Conforme al Índice delictivo, publicado por el Centro de Investigación 
para el Desarrollo CIDAD 2012, el impacto del delito para la ciudadanía a ni-
vel nacional fue en primer lugar el de secuestro; en segundo lugar, el de homi-
cidios dolosos; tercero, el de lesión dolosa con arma blanca; cuarto, extorsión; 
quinto, robo sin violencia transeúnte; sexto, robo con violencia vehículo; y 
en séptimo lugar, el de robo sin violencia a vehículo. Por su parte, la base de 
información en relación a la incidencia delictiva del fuero común de la Pro-
curaduría General de la República 2013 presentó que los delitos con mayor 
incidencia son el de robo, lesiones, homicidios, delitos patrimoniales — abuso 
de confianza, daño en propiedad ajena, extorsión, fraude, despojo —, secues-
tro y violación. Las entidades federativas donde se presenta un mayor índice 
del delito de robo son: Estado de México, Distrito Federal, Baja California, 
Chihuahua, Nuevo León, Jalisco y Puebla. 

En Puebla, el Centro de Atención a Víctimas del Delito Justicia Ciu-
dadana registró un incremento en la comisión de los delitos en la Capital:  
mientras en el 2010 se atendieron aproximadamente 2, 800 afectados por la 
inseguridad, para el 2011, la cifra creció a 3, 200 casos. Según el Índice de 
Víctimas Visibles e Invisibles de Homicidio elaborado por el Centro de Aná-
lisis de Políticas Públicas México evalúa 2012, muestra que durante el mandato 
de Mario Marín (2005-2011) los indicadores de homicidios aparentemente 
se redujeron, y durante el mandato del primer año del gobierno de Rafael 
Moreno Valle (2011-2017) la tendencia se revirtió, incrementándose dicho 
delito (p. 173). Con base en los datos proporcionados por el Consejo Ciu-
dadano de Seguridad y Justicia 2014, se detectó que el Centro Histórico, la 
Paz, Ex hacienda la Norial, El Carmen, Jardines de San Manuel, Bosques de 
San Sebastián y los Volcanes son las colonias más inseguras de la capital po-
blana, debido a su alta concentración demográfica y de negocios. Bajo estas 
consideraciones, se implementa el programa de videovigilancia “centinela” 
en el municipio de Puebla dentro de las políticas públicas de prevención si-
tuacional de la delincuencia en México.
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Implementación 

En cuanto a la implementación de la video vigilancia en el período 2011- 2014, 
se puede señalar que se desarrolló en 2 proyectos, el primero, se vinculó con 
el Centro de Información de Plataforma Puebla, el cual coadyuvaba con la pla-
taforma tecnológica y el Sistema de Información de Seguridad Pública a nivel 
estatal y con Plataforma México a nivel nacional. “Para su implementación, 
el gobierno municipal contrató a la empresa mexicana de telecomunicacio-
nes, Teléfonos de México, S.A. de C.V” (Martínez, 2017, p. 110), adquiriendo 
“170 video cámaras digitales con el aval del Instituto Tecnológico de Estudios 
Superiores de Monterrey” (Sesión pública y solemne de fecha 15 de febrero de 
2012, Primer Informe de Gobierno Municipal de Puebla 2011, p.7; Martínez, 
2017, p.111). La inversión para este programa fue de 120 millones de pesos, 
“10 millones de pesos por parte de SUBSEMUN y 110 millones de pesos de 
aportaciones municipales y estatales”, aunque en el Informe de Gobierno se 
presentó un gasto de “117 millones de pesos (Sesión pública y solemne de fe-
cha 15 de febrero de 2012, Primer Informe de Gobierno Municipal de Puebla 
2011, p.8; Martínez, 2017, p.111).

Respecto a la colocación de las cámaras de vigilancia correspondientes al 
primer proyecto, se consideró el índice delictivo registrado en ese período, 
siendo los delitos de extorsión, secuestro, robo con violencia, robo de vehí-
culo, robo a comercio, robo a casa habitación, robo a instituciones bancarias, 
los de mayor incidencia (Segundo Informe de Gobierno del Estado de Puebla 
2013 y Plan Municipal de Desarrollo 2011-2014; Martínez, 2017, p. 111), por 
consiguiente, se instalaron en las colonias conflictivas y puntos estratégicos 
como “Secretaría de Finanzas, Casa Aguayo, Palacio Municipal y Zócalo de la 
Ciudad de Puebla. Además, se firmaron convenios de colaboración entre la 
Secretaría de Seguridad Pública Municipal y la policía de las Juntas Auxiliares 
con el objetivo de monitorear las Juntas y presidencia auxiliar desde el CERI” 
(Martínez, 2017, p.111).

El segundo proyecto de la video vigilancia, se desarrolló con  el programa 
“Centinela” que tenía como meta realizar la gestión de información para aten-
der temas de seguridad ciudadana o pública y cuyos objetivos eran: a) prevenir 
la comisión del delito en torno al monitoreo de las cámaras, es decir, atacar la 
delincuencia por medio de los fundamentos — modus operandi del delincuente — 
que se obtenían  del video; b) persuadir la comisión delictiva; c) perseguir el 
delito — flagrancia — ya que al monitorear y capturar todas las imágenes que 
aparecían en la calle se podía dar un seguimiento a los hechos delictuosos que 
ocurrían en la ciudad; d) obtener una evidencia o prueba para el Ministerio 
Público (Martínez, 2017, pp. 111 y 112).

Su implementación se dio a partir de la colaboración entre el gobierno 
municipal y el gobierno estatal adquiriéndose 300 cámaras adicionales con un 
total de 618 cámaras de video vigilancia (Sesión pública y solemne de Cabildo 
de fecha 11 de febrero 2013, Segundo Informe de Gobierno Municipal de Pue-
bla 2012; Martínez, 2017, p. 112). Las videocámaras de vigilancia principal-
mente se localizaron en el Centro Histórico de la ciudad de Puebla, en virtud 
de que existía una vinculación entre la movilidad comercial, el proyecto del 
tianguis turístico 2013 y el incremento en la incidencia delictiva registrada en 
el CERI (Martínez, 2017, p.112). 
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Centinela se incorporó a una serie de acciones que se hicieron durante el 
período 2011-2013, donde se instalaron tecnologías de información como la de 
video vigilancia a través de una red de transporte de datos en fibra óptica, que 
se complementaba con otro proyecto del 2012 denominado Plataforma Puebla. 
Dicho proyecto utilizaba la red de fibra Iusacell, una red de intercambio de in-
formación estratégica en materia de seguridad en voz y datos por medio de la pla-
taforma “Avaya” que operaba en redes inalámbricas; programa que se desarrolló 
en el Centro de Emergencia y Respuesta Inmediata (Martínez, 2017, p. 112).

Los departamentos que integraron el programa centinela fueron: a) Pro-
yectos para mejorar la eficacia del CERI y los procesos operativos; b) Administra-
ción tecnológica que supervisaba, monitoreaba, administraba que la plataforma 
estuviera funcionando 24 por 7 por 365 días y que además se le pudiera dar 
seguimiento a toda petición de video solicitada por la procuraduría; c) Operativo 
que iniciaba desde que se tomaba la llamada a través de la línea de emergen-
cia, inmediatamente se daba continuidad a lo que era el despacho, enviando 
las unidades de policía a los puntos referidos donde se había requerido de la 
emergencia; y d) Información y Análisis de plataforma México donde se establecía la es-
tadística de los delitos de mayor impacto en base a las llamadas registradas en 
el CERI. De igual manera, analizaba la zona, colonias, calles donde se había 
presentado la incidencia delictiva más alta y también elaboraba las partes im-
presas, es decir un mapa geodelictivo que permitía dar información para la 
ubicación de las cámaras y el centro móvil del programa centinela.

En el 2014, se establecieron las atribuciones de la Dirección de Emergen-
cias y Respuesta Inmediata — que se encarga de vigilar, planear, evaluar y auto-
rizar los proyectos tecnológicos, informáticos y de comunicación, así como de 
proponer al Secretario los proyectos tecnológicos para mantener actualizada y 
modernizada la infraestructura del DERI —. Igualmente, se establecieron las 
atribuciones de los departamentos que la integran: la Subdirección de Emer-
gencias Urbanas; el Departamento de Administración Tecnológica; el Depar-
tamento Operativo; y el Departamento de Información y Análisis (Reglamento 
Interior de la Secretaría de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Puebla, 
publicado el 10 de julio de 2014). 

Dicho programa como ya se citó en una fase de ampliación implica la 
instalación de 300 videocámaras (Observatorio Ciudadano de Puebla, 2013) 
en diversos puntos del centro de la ciudad, y es el primero en ejercer el mayor 
presupuesto en el país, por lo que es importante analizar la implementación 
del programa centinela y su relación con el marco jurídico que garantiza la 
protección de los datos personales y la forma en que se ha incorporado dentro 
de las políticas de prevención social de la delincuencia y violencia de enfoque 
integral y transversal. Lo cual se realiza bajo las siguientes hipótesis.  

En la implementación del programa centinela no se consideró la articu-
lación que debe tener con las instituciones encargadas de prevenir y perseguir 
el delito, lo que limita su aprovechamiento.

La implementación del programa centinela carece de un marco jurídico 
que regule a la video-vigilancia a efecto de garantizar la protección de los de-
rechos personales. 
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Metodología 

El estudio se realizó respecto a la fase de implementación del programa, en-
tendida como “un proceso de interacción entre el establecimiento de metas y 
las acciones emprendidas para alcanzarlas” (Parsons, 2007, p. 484) durante 
el período 2011-2014.  Además, se realizó un análisis cualitativo a una base de 
datos integrada por 12 entrevistas a profundidad semiestructuradas realizadas 
a los directamente involucrados con el sistema, a nivel de mandos medios, 
coordinadores y directores del Programa Centinela entre 2013 y 2014. Igual-
mente, se analizaron las estadísticas presentadas por la Procuraduría General 
de la República y la Secretaría de Gobernación; por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía INEGI; y las correspondientes al Instituto Ciudadano 
de Estudios sobre la Inseguridad y el Semáforo Delictivo Nacional, principal-
mente los datos del 2013. Del mismo modo, se revisaron informes de gobierno 
estatal y municipal, así como planes municipales de desarrollo. Finalmente, 
se analizaron el marco jurídico de la video vigilancia con base en los derechos 
humanos y el modelo de operación del programa centinela desde la llamada de 
emergencia hasta el análisis de la información de plataforma México. A conti-
nuación, se resumen los principales resultados de este análisis.

Resultados 

Se comprobaron las hipótesis planteadas al principio de la investigación, ya 
que durante la fase de implementación del programa centinela se puede obser-
var la falta de claridad respecto a los objetivos de dicho programa, los cuales no 
son concluyentes ni definitivos (ver tabla 1, pp 19- 20). 

En relación a las funciones que desempeñan la dirección y los departa-
mentos del programa centinela y a sus etapas de implementación, se puede 
decir que existe una vinculación directa entre el desarrollo del sistema de video 
vigilancia y las funciones que desempeña el Centro de Emergencia y Respuesta 
Inmediata CERI, por lo que los objetivos, metas y fases de las video cámaras, 
también corresponden y se complementan con las del CERI. 

En cuanto al tema de colaboración con otros programas (ver tabla 2, p. 
21), se comprueba la hipótesis de que en el programa centinela no se consi-
deró la articulación con las instituciones encargadas de prevenir y perseguir el 
delito, las cuales contienen una orientación integral y transversal en pro del 
respeto a los derechos humanos donde la inclusión y la participación de orga-
nizaciones y ciudadanos en las tareas de prevención juegan un papel importan-
te, cuyo fin es mejorar la calidad de vida y reducir la delincuencia.

Tampoco se consideró la vinculación, con base en los derechos humanos, 
con la Procuraduría General del Estado, debido a que el procedimiento de 
captura, de almacenamiento, de solicitud y entrega de las grabaciones no es 
clara ni concluyente.

Después de hacer el análisis de la información institucional y el conjunto 
de entrevistas, se comprueba la hipótesis de que la implementación del pro-
grama centinela carece de un marco jurídico que regule a la video vigilancia a 
efecto de garantizar la protección de los derechos personales, pues no está re-
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gulado por una ley reglamentaria, ni cuenta con lineamientos en términos de 
video vigilancia (ver tabla 3, p.22). 

A la fecha solo cuenta con un manual de organización de la Dirección del 
Centro de Emergencias y Respuesta Inmediata que tampoco incluye algún li-
neamiento referido a los derechos humanos de los ciudadanos, ni se mencio-
nan los principios de legalidad, necesidad de intervención, proporcionalidad, 
transparencia, responsabilidad, supervisión independiente, participación de los 
ciudadanos, reserva de ley, reserva judicial y adecuación; aún menos, los linea-
mientos y protocolos de seguridad para proteger la información capturada por 
dichas cámaras. Al no haber un ordenamiento jurídico, el programa centinela 
deja en incertidumbre la protección de los datos personales de los ciudadanos y 
su implementación podría causar la violación de los derechos humanos.

Existen marcos jurídicos de videovigilancia que pueden ser considerados 
como modelos para el caso de Puebla, ejemplo de ello son las legislaciones de 
Durango y Aguascalientes cuyo objeto es regular la adquisición, instalación y uti-
lización de sistemas tecnológico de video vigilancia por las dependencias Estatal y 
Municipales de Seguridad Pública, así como para los particulares y las empresas 
de seguridad Privada. De igual manera, establecen los principios rectores de la 
generación de grabaciones que son el de proporcionalidad en su doble versión 
de idoneidad e intervención mínima, el de riesgo razonable y el de protección a 
la privacidad personal salvo consentimiento del titular u orden judicial.

Es importante señalar que estos modelos incorporan las figuras de los con-
sejos municipales para video vigilancia y la comisión técnica de videovigilancia cuyas atribucio-
nes destacan el registro de la instalación de sistemas tecnológicos de videovi-
gilancia; la emisión de resoluciones; la elaboración y expedición de normas 
reglamentarias y manuales operativos; la destrucción de las imágenes y sonido; 
la recolección de grabaciones y el retiro de sistemas tecnológicos de video vigi-
lancia; además hacen mención de las obligaciones en relación a la verificación 
del resguardo seguro y adecuado  de las imágenes y sonidos obtenidos, protec-
ción al derecho a la intimida personal, familiar, al honor y propia imagen. Por 
último, anexan los medios de defensa, las infracciones y sanciones en el tema 
de videovigilancia. 
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Tabla 4. Objetivos, funciones, metas y estapas de la implementación del Programa Centinela 2013 y 2014
 

Categoría Dirección Departamento
Operativo

Departamento 
de Informa-
ción y Análisis 
de Plataforma 
México

Departamento 
de Administra-
ción tecnológica 

Objetivos
del programa 
Centinela

a) Garantizar ele-
mentos y evidencias 
que puedan servir 
a una investigación 
tanto en asuntos 
criminales como de 
protección civil y 
gobernabilidad de la 
ciudad.
b) Incrementar 
la movilidad de la 
ciudad. El programa 
centinela no es una 
política pública, pues 
no cumple los están-
dares e indicativos: la 
política pública es la 
de seguridad. 

Mejorar la pers-
pectiva en cues-
tión de video 
vigilancia, es 
decir,  que todas 
las imágenes 
que se captan en 
la calle aparez-
can en el CERI 
con la finalidad 
de poder darle 
seguimiento a 
los eventos que 
ocurren en la 
ciudad.

a) Reaccionar 
ante un evento o 
incidente.
b) Prevenir el 
delito. La video 
vigilancia es un 
instrumento de 
la prevención. 
Por medio del 
monitoreo de las 
cámaras se puede 
atacar la delin-
cuencia y tener 
fundamentos en 
video de cómo 
están operando 
las personas que 
comenten una 
conducta delic-
tiva.
c) Influir en la 
inhibición de la 
conducta delic-
tiva.
d) Proporcionar 
tranquilidad a 
los ciudadanos.
e) Influir en la 
percepción de 
seguridad del 
ciudadano.
f) Influir en la 
incidencia de 
faltas adminis-
trativas.

a) Disuadir el 
delito y perse-
guirlo.
b) Obtener pa-
trones de con-
ducta y de com-
portamiento.
Es un instru-
mento que 
necesita de otros 
programas para 
generar impactos 
positivos en la 
prevención del 
delito. La video 
vigilancia sirve 
para perseguir el 
delito, no para 
prevenirlo. 
Al final sirve 
como evidencia 
de algo que ya se 
cometió. Poco 
es el porcentaje 
de las capturas 
en tiempo real 
de los inciden-
tes (flagrancia). 
Son pocas las 
personas que 
actualmente se 
sienten seguras 
o vigiladas por 
un sistema de 
vigilancia. El 
punto que más 
se ha mejorado 
es la unidad de 
análisis. 
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Categoría Dirección Departamento
Operativo

Departamento 
de Informa-
ción y Análisis 
de Plataforma 
México

Departamento 
de Administra-
ción tecnológica 

Funciones Dirigir, coordinar la 
implementación.

Se encarga de 
realizar la esta-
dística de inci-
dencias delictivas 
por medio de 
las llamadas de 
emergencias.

A través de este 
departamen-
to se analiza la 
estadística de los 
delitos de ma-
yor impacto y se 
realizan mapas 
delictivos para 
la instalación de 
las cámaras y el 
Centro Móvil 
del programa 
Centinela.
Por medio del 
mapa delictivo, 
se puede prede-
cir y deducir el 
modus operandi del 
delincuente.
Igualmente, es 
una herramienta 
importante para 
el área operati-
va de la policía, 
pues les permite 
tomar mejores 
estrategias y ac-
ciones.

Se encarga de 
supervisar, 
monitorear, 
administrar que 
la plataforma 
esté funcionan-
do las 24 horas 
por 7 días los 
365 días del año 
y que además 
se le pueda dar 
seguimiento a 
toda petición de 
video solicitada 
por el Ministerio 
Público.
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Categoría Dirección Departamento
Operativo

Departamento 
de Informa-
ción y Análisis 
de Plataforma 
México

Departamento 
de Administra-
ción tecnológica 

Etapas del pro-
ceso de imple-
mentación

Etapas del pro-
ceso de imple-
mentación

a) Conocimiento del 
tema, y diagnóstico 
(agenda de seguridad 
vigente);

b) Análisis sobre 
existencia de fibra 
óptica en la ciudad;

c) Colocación de ci-
mentación de postes 
de cámaras (viabili-
dad);

d) Autorización de 
otras Instituciones 
públicas para la im-
plementación; 
e) Construcción del 
Centro de Monito-
reo: CERI (Centro 
de Emergencias y 
Respuesta Inmediata) 
f) Colaboración con 
el C4 (Centro Estatal 
de Comando, Co-
municación y Cóm-
puto); 
g) Vinculación con 
los diversos sistemas 
que componen al 
CERI;
h) Mantenimiento de 
la vigencia de la tec-
nología implantada; 
i)Análisis estratégico 
de información de 
video; 
j) Implementación 
del Centro de análi-
sis de inteligencia; 

Protocolo ope-
rativo: Empieza 
desde que se 
toma la llama-
da a través de la 
línea de emer-
gencia, se le da 
continuidad por 
medio del despa-
cho, es decir, se 
envía a las uni-
dades de policía 
a los puntos que 
se les refiere.
El apoyo se com-
plementa con 
toda la plata-
forma de video 
vigilancia: con 
las video cámaras 
se da seguimien-
to del incidente 
o evento. En 
caso de que éste 
suceda donde 
se encuentra 
la cámara, el 
video operador 
empieza a darle 
seguimiento a la 
situación y ellos 
se convierten 
en los ojos de 
los oficiales que 
van acudir al 
punto, pues les 
informan de la 
situación antes 
de que llegar al 
punto que se les 
solicitó.

a) Ubicar las 
zonas más con-
flictivas de la 
ciudad de Puebla 
para realizar el 
estudio de cuál 
sería el impacto 
de colocar deter-
minada cámara 
en la incidencia 
delictiva. 

b) Analizar la 
estadística y 
realizar el mapa 
geotérmico 
derivado de los 
reportes que 
genera el CERI 
como Centro 
de Emergencias 
para la toma de 
decisiones de 
dicho programa.

El CERI es la 
parte medular 
del programa 
centinela, ya 
que se encarga 
de monitorear, 
supervisar y 
administrar el 
contenido de 
todo el video que 
es captado por 
todas las video-
cámaras 

La operatividad 
del programa 
centinela se divi-
de en: video vi-
gilancia urbana, 
reconocimiento 
de matrículas y 
operativos mó-
viles.
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Categoría Dirección Departamento
Operativo

Departamento 
de Informa-
ción y Análisis 
de Plataforma 
México

Departamento 
de Administra-
ción tecnológica 

Visibilidad de la 
cámara

Todas las cámaras 
funcionan las 24 
horas, los 365 días al 
año.

Se perciben por 
la estructura, 
pero no son 
completamente 
visibles, pues 
están cubiertas 
por un domo 
que no permite 
que se vea hacia 
dónde está enfo-
cando la cámara. 
El ciudadano no 
tiene la certeza 
de si funciona o 
no o si los está 
monitoreando 
en ese momento

Tiempo de 
duración de las 
grabaciones en 
el programa 
centinela

No respondie-
ron

Aproximada-
mente un mes 
es el tiempo que 
tienen las graba-
ciones, después 
se sobrescribe esa 
información, 
como no hubo 
una petición, 
indica que no 
hubo algún 
evento relevante.

Como estándar 
se maneja el 
tiempo de alma-
cenamiento de 
30 días, después 
se sobrescribe el 
video, eso sig-
nifica que si el 
delito fue come-
tido hace 40 días 
no se va a tener 
algún respaldo 
de evidencia si es 
que pudo haber 
sido captado por 
las cámaras.

Metas del pro-
grama centinela

Mantener la vigen-
cia de la tecnología y 
dar el paso al análisis 
estratégico de infor-
mación de video.

Contratar más 
personal, pues la 
jornada laboral 
es de 12 horas de 
descanso por 36 
de trabajo, en 4 
turnos.

Explotar el cien 
por ciento de la 
capacidad de la 
video vigilancia; 
colocar las cáma-
ras en puntos 
estratégicos 
teniendo otro 
tipo de precisión 
independiente-
mente de con-
siderar la zona 
delictiva.

Generar planes 
proactivos que 
permitan gene-
rar operativos 
contundentes, 
procesos legales 
con evidencias 
contundentes, 
disminuir la 
incidencia de-
lictiva, ganar la 
confianza con la 
ciudadanía, que 
esta última se 
sienta segura de 
una Institución 
que está traba-
jando e imple-
mentando tec-
nología de punta 
para beneficio de 
la misma.
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Tabla 5. Colaboración y coordinación en el programa centinela

Categoría Dirección Departamento
Operativo

Departamento de Información 
y Análisis de Plataforma Mé-
xico

Departamento de 
Administración 
tecnológica 

Colabo-
ración y 
coordi-
nación 
con otros 
programas

-Este 
programa 
se imple-
menta con 
la colabo-
ración del 
gobierno 
munici-
pal y el 
gobierno 
estatal;
 
-Existe 
una per-
manente 
colabora-
ción con 
la Procu-
raduría.

-En relación con 
los demás departa-
mentos, el operati-
vo se encuentra se-
parado, pero tiene 
el acceso principal 
a las cámaras.

-Existe colabo-
ración cuando el 
Ministerio Públi-
co solicita alguna 
información, se las 
entrega en tiempo 
y en la fecha reque-
rida; se desconoce 
cuáles son los pasos 
que ellos siguen 
al respecto de esa 
evidencia.

No hay convenio 
de colaboración 
con el Ministerio 
Público para com-
partir la base de 
datos generada por 
el CERI.

Se desconoce si el 
programa centine-
la está vinculado 
con el programa 
de prevención del 
delito.

Se le proporcionan los videos al 
MP y los “puntos” cuando hay un 
evento muy delicado, que tal vez 
en su momento ellos no vieron.

Procedimiento ante el MP:
El MP manda una averiguación 
previa solicitando el punto que 
necesita investigar, después se le 
pasa ello a la parte administrati-
va que es la dirección de CERI, 
ésta autoriza y posteriormente se 
hace la descarga de esos videos. 
Se tiene un control de esas 
descargas, hay un usuario, hora, 
queda en una bitácora, esa parte 
es mediante oficio de petición 
directamente del MP para entre-
gárselos exclusivamente a ellos.
Se puede mostrar el video a 
determinada persona con auto-
rización del Ministerio Público 
o Juez.

Considera que se debería co-
laborar con las áreas de im-
partición de justicia y otros 
programas, en relación a las 
estadísticas que el CERI genera, 
pues ayudaría a realizar análisis 
posteriores, así como de preven-
ción.

Sería importante la vinculación 
de este programa con la sociedad 
civil, ya que se podría crear una 
cultura de para qué sirve una 
videocámara.

No existe colaboración con otros 
proyectos de video vigilancia 
municipal o estatal. 

Es un proyecto 
interinstitucional, 
ya que va muy de 
la mano con la 
policía, tránsito, 
derechos huma-
nos, prevención 
del delito.

Proceso: cuando 
el MP solicita los 
videos, nos pide 
la hora, la fecha, 
el día para que el 
área correspon-
diente al peritaje 
haga lo pertinen-
te.

Fuente: Elaboración propia a partir de las entrevistas realizadas a los funcionarios del programa centinela.
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Tabla 6. Marco jurídico y protección al derecho de privacidad en e l programa centinela

Catego-
ría 

Direc-
ción 

Departamento
Operativo

Departamento 
de Informa-
ción y Análisis 
de Plataforma 
México

Departamento de Admi-
nistración tecnológica 

Marco 
jurídico

Ma-
nual No respondieron

No respondió 
porque lo des-
conoce

No respondieron

Protec-
ción al 
derecho 
de pri-
vacidad

No se tiene auto-
rización de pro-
porcionar infor-
mación a cualquier 
persona que soli-
cite información 
relacionada con 
las cámaras, esto 
se sigue a través de 
un procedimiento; 
toda la informa-
ción es confiden-
cial.

En cuestión de 
video vigilancia 
se hace un moni-
toreo general, se 
procura no inva-
dir la privacidad 
de la genere, pues 
no se monitorea 
hacia el interior 
de los domicilios; 
se enfocan en el 
monitoreo de áreas 
compartidas. Qui-
zá por alguna si-
tuación que ocurra 
dentro de algún 
inmueble, si la 
cámara lo permite 
pues se visualiza un 
poquito al respec-
to, pero se procura 
no hacer ninguna 
violación en cuan-
to a los derechos 
de las personas.

La parte de 
datos personales 
(Información 
recolectada en 
el Centro de 
Emergencia) y 
el análisis de las 
cámaras están 
siempre separa-
das.

Las grabaciones 
pueden ser una 
herramienta 
fundamental 
para aclarar 
algún abuso 
de autoridad o 
puede ser una 
prueba irrefu-
table de que esa 
persona partici-
pó en algo y que 
no se violaron 
los derechos hu-
manos en nin-
gún momento. 

La relación entre los datos 
personales y el análisis de 
las cámaras de video vigi-
lancia está en la Unidad de 
Análisis.
No se transgreden los dere-
chos de las personas, al final 
lo que se hace es grabar 
todo incidente que ocurre 
en la calle, no se meten con 
particulares y mucho me-
nos a la vida privada de las 
personas, todo es vía públi-
ca, por lo tanto, derechos 
humanos está separado de 
lo que se realiza en el CERI.

El ciudadano no tiene 
alguna participación con 
el programa centinela. 
Se pensó en su momento 
poder compartir imágenes 
en vivo de algunas cámaras, 
para que al final la sociedad 
participara en esos ojos de 
vigilancia. Se espera lograr 
que más adelante se permita 
que algunas cámaras no sólo 
sean vigiladas por CERI 
sino también por la ciuda-
danía.

Elaboración propia a partir de las entrevistas realizadas a los funcionarios del programa centinela

Conclusiones

La video vigilancia, entendida como una política pública de seguridad ciudadana 
y prevención situacional, tiene como objetivo disminuir la probabilidad de que 
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ciertos eventos o conductas delictivas sucedan, sin embargo, sus efectos no han 
sido claros ni definitivos, pues “no existe un resultado concluyente que permita 
descartar el impacto de factores contextuales u otras medidas securitarias sobre 
los incidentes y su percepción, incluso en los casos en que sí se constata una re-
ducción” (Galdón, 2015, p.86). La video vigilancia del Municipio de Puebla, es 
un caso que corrobora lo citado por la literatura y los datos empíricos interna-
cionales: los resultados no son claros ni definitivos, puesto que la delincuencia e 
índices delictivos siguen incrementando aún con su implementación.

El caso del municipio de Puebla, sigue la tendencia de la video vigilancia 
del Siglo XXI, esto es, se sitúa en el contexto de la “vigilancia líquida” (Bauman 
y Lyon, 2013: una vigilancia que se desarrolla con “la forma actual de la con-
dición moderna, modernidad tardía, hiper modernidad; esta modernidad que 
se propulsa e intensifica a sí misma” (Bauman, 2013, p. 17) – y en la “sociedad 
de consumo – que manifiesta a la cultura como un depósito de bienes concebi-
dos para el consumo, todos ellos en competencia por la atención insoportable 
fugaz y distraída de los potenciales clientes” (p.19) considerados agentes racio-
nales, libres e independientes (Ippolito-O´Donnell, 2008). La video vigilan-
cia como un elemento de la vigilancia líquida, es flexible, móvil, se extiende en 
diversas áreas de la vida cotidiana (Bauman y Lyon, 2013, p. 10) y se convierte 
en una nueva forma de gestionar la seguridad.

El sistema de video vigilancia en Puebla, nace con la creación del Centro 
de Emergencia y Respuesta Inmediata, por lo que los objetivos, metas y fases 
de las video cámaras del Programa Centinela también corresponden y se com-
plementan con las del CERI. 

Aunque las videocámaras de vigilancia se adoptaron como una línea de 
acción de seguridad pública para: a) la ampliación y el mejoramiento de la 
infraestructura policiaca; b) el fortalecimiento en el área de inteligencia e in-
vestigación de seguridad pública — diagnósticos, escenarios, reportes de inte-
ligencia estratégica, requisitos prioritarios de inteligencia, entre otros —; y c) 
la potencialización de la capacidad del Centro de Comunicaciones, Cómputo, 
Control y Comando C4 (Segundo Informe de Gobierno del Estado de Puebla 
2013); y d) como parte de las políticas públicas de reducción del delito y pre-
vención situacional de la delincuencia, durante la fase de implementación del 
programa centinela se puede observar la falta de claridad respecto a los objeti-
vos de dicho programa, los cuales no son concluyentes ni definitivos (ver tabla 
1, p.19). Este hecho se explica por medio del concepto de function creep, el cual 
señala que la video vigilancia desarrolla una desviación en su uso, puesto que 
puede implementarse para otros objetivos que inicialmente no fueron previs-
tos (Winner, 1977; Marx, 1989; Lyon, 2001) o puede ser una solución eficaz 
para causas o metas que no estaban contemplados.

En cuanto al tema de colaboración con otros programas no se consideró 
la articulación con las instituciones encargadas de prevenir y perseguir el deli-
to, ni la vinculación, con base en los derechos humanos, con la Procuraduría 
General del Estado, debido a que el procedimiento de captura, de almacena-
miento, de solicitud y entrega de las grabaciones no es clara ni concluyente, 
provocando que éstas puedan ser consideradas como un medio de prueba nulo.

Al ser el sistema de videovigilancia un elemento rector del programa cen-
tinela y conforme al análisis de los datos es esencial la aplicación de una ley 
reglamentaria en la cual se protejan los derechos y libertades de las personas,  
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ya que como forma de control, se puede propiciar una invasión de la intimidad 
de estos individuos y al cumplimiento de las políticas de protección de datos de 
carácter personal al no estar minuciosamente establecidos los requisitos, com-
petencias, facultades, obligaciones de aquellas personas encargadas.

En nuestro período de estudio, se puede describir que había un manual 
expedido por el Secretario de Seguridad Pública Municipal en el 2010, pero es 
hasta el 10 de julio de 2014, que se crea el reglamento interno de la secretaría de 
seguridad pública municipal y se incorporan las facultades y atribuciones de la 
dirección y departamentos del CERI. El reglamento del 2014 le da atribuciones 
al CERI y con base en él, se publica un nuevo manual de organización 2015.

Sin embargo, si este manual no cumple con las reglas mínimas de pro-
tección al derecho de la privacidad, con las reglas de operación del sistema 
de vigilancia señaladas en algún ordenamiento jurídico local, estatal, interna-
cional ratificado por México, y no existe un recurso, respecto a los actos que 
realizan los funcionarios que aplican este sistema, dejan en un estado de in-
certidumbre jurídica al ciudadano. Aún más, es el hecho de que no existe una 
ley general y estatal de video vigilancia (en el caso poblano); pues al no haber 
una normatividad jurídica que regule la implementación (proceso), se podría 
violar alguno de los derechos humanos y garantías individuales consagradas en 
la Constitución. Ahora bien, si la video vigilancia no cumple con los objetivos 
por los cuales fue implementado ni una eficiente colaboración e integración 
con los demás programas de manera horizontal y transversal, podría llegar a 
ser una política pública discrecional, lo cual violenta los derechos humanos de 
los gobernados a todas luces.
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